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2.4.1 Ubicación, objetivos y actores implicados
El Proyecto El Pavón es una mina de oro a cielo abierto, cuya concesión fue otorgada, 
en 2003, a la minera canadiense Empresa Minerales de Nicaragua S.A. (MINESA), con 
una extensión de 49.000 hectáreas (ha), que abarcaba los municipios de Rancho 
Grande (departamento de Matagalpa), Waslala (Región Autónoma de la Costa 
Caribe Norte) y San José Bocay (departamento de Jinotega). Cuatro años después 
de la fase de exploración, en 2007, la concesión se redujo a un área de 1.301,10 ha. 
La licencia del proyecto El Pavón fue otorgada por el Ministerio de Energía 
y Minas (MEN) de forma inconsulta, sin la participación ni consentimiento 
de las comunidades que serían afectadas. Esta concesión eludió los procesos 
administrativos establecidos por la legislación nacional, como la Ley 217 Ley General 
de Medio Ambiente y el Decreto 76-2006 del Sistema de Evaluación Ambiental33. 

En el 2010, MINESA vende todos sus derechos a otra empresa canadiense “Minerales 
Nueva Esperanza S.A”, subsidiaria de la transnacional B2Gold –con sede en Vancouver, 
Canadá–. A partir de ese momento la concesionaria inicia la fase de exploración en 
el cerro El Pavón, combinada con una ofensiva de penetración y “campaña social”, 
a fin de conseguir la licencia social necesaria para desarrollar progresivamente sus 
operaciones extractivas (Gutiérrez, 2015, p. 16). Esto porque la minera se enfrentaba 

33	 Cabe señalar que este proyecto minero había sido rechazado durante la década de los 90, cuando 
las empresas como MINESA, COEXSA y Glencairn S.A habían solicitado permisos de explotación, 
los cuales habían sido negado por parte del Consejo Municipal (Red OCMAL, s.f.).
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a la resistencia y movilización, basada en derecho34, de las 36 comunidades del 
municipio de Rancho Grande, las cuales se oponían a la penetración de la actividad 
minera en sus territorios. Para dimensionar el significado de esta resistencia pacífica 
y sostenida de las comunidades campesinas, es importante situar esta contienda 
en su contexto. 

Rancho Grande es un municipio eminentemente rural caracterizado por su 
dinamismo agropecuario basado en prácticas agroecológicas35, que junto a 
las condiciones del clima y del suelo han propiciado una dinámica productiva 
diversificada36, lo que ha garantizado el abastecimiento de granos básicos, 
frutas, hortalizas y productos pecuarios para el consumo de la comunidad, su 
comercialización y exportación. Algunos productos certificados con sello orgánico, 
como el cacao han logrado penetrar en el mercado alemán, a través de la fábrica de 
chocolate alemana “Ritter Sport”37. 

Sumado a este entorno de prácticas agroecológicas, Rancho Grande forma parte 
de la Reserva Natural Macizo de Peñas Blancas, una de las seis áreas protegidas que 
conforman el núcleo de la Reserva de Biósfera de Bosawás38. En términos hídricos, 
su principal río es la subcuenca del río Yaoska, que a su vez forma parte de la cuenca 
del Río Grande de Matagalpa, cuyo caudal desemboca en la vertiente del Atlántico, 
con un recorrido que abarca 35 municipios de 6 departamentos. Otros ríos, de suma 
importancia para la vida de los ranchograndeños, son los ríos Manceras, Kiwaska y 
Babaska, que cruzan a lo largo y ancho el municipio de Rancho Grande. En resumen, 
es un municipio que cuenta con abundantes recursos hídricos para el consumo 
humano y la producción, sin embargo, se ven amenazados por el proyecto minero 
Cerro Pavón impulsado por la minera B2Gold.

Entre los actores que promueven el proyecto extractivo minero, se identifican los 
siguientes:

B2Gold: es un productor internacional de oro senior de bajo costo con 
sede en Vancouver, Canadá. Esta compañía minera fue fundada en 2007 y 

34	 Según Arce (2016), la movilización orientada a derechos tiene por objetivos bloquear la concesión 
de permiso para nuevos sitios extractivos, es decir, se oponen a la minería en sí. En cambio, la 
movilización basada en de servicios, no se oponen a la minería como tal, sino que buscan una 
mayor distribución equitativa de los ingresos, regalías, o los beneficios económicos generados de 
la extracción de recursos.

35	 Por ejemplo, la cooperativa de Ríos de Agua Viva está conformada por 34 comunidades y 1, 311 
socios que promueven la agricultura orgánica, la protección del medio ambiente y el enfoque de 
género (Sosa, 2015, p. 4). 

36	 Productos como el café, cacao, así como arroz, malanga, yuca, naranja, mandarina, aguacate, 
pijibay, chayote.

37	 Según datos de Asociación por el desarrollo y la diversificación agrícola comunal, la producción de 
cacao en el 2013 fue de aproximadamente 10 quintales en baba – granos recubiertos de mucílago 
(Sosa, 2015, p. 4)

38	 BOSAWAS; Reserva de Biósfera declara por la UNESCO en el año 1997. 
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actualmente cuenta con minas de oro en Mali, Namibia y Filipinas. En fase 
exploratoria, B2Gold está desarrollando proyectos en Canadá, Mali, Colombia 
y Finlandia. Recientemente, la minera ha sido adquirida por Calibre Mining 
Corp., un productor de oro de nivel medio en crecimiento, que cotiza en 
Canadá y desarrolla enclaves extractivos en Nevada y Nicaragua. Esta empresa 
minera con sede en Vancouver cotiza en la Bolsa de Toronto (CXB) y en la 
OTCQX de Nueva York (CXBMF). Actualmente, es la mayor empresa minera 
en Nicaragua, cuya producción representa el 36 por ciento del oro exportado. 
Cuenta con varias filiales: Calibre Mining Nicaragua, Tritón Minera y Desarrollo 
Minero de Nicaragua. Calibre Mining opera la Mina La Libertad (departamento 
de Chontales), la Mina El Limón (departamento de León) y la Mina El Pavón en 
Rancho Grande (departamento de Matagalpa). 

Gobierno de Nicaragua; presidido por Daniel Ortega y Rosario Murillo, se ha 
constituido en una dictadura con una economía rentista de corte neoliberal, 
que le ha apostado al extractivismo minero como una de las formas de 
acumulación de riqueza por despojo. Esta apuesta representó la expansión 
de la minería a nuevos territorios de comunidades campesinas y pueblos 
indígenas, cuya dinámica ha detonado múltiples conflictos socioambientales. 
Actualmente, las concesiones mineras metálicas representan una superficie 
2.757.854,11 ha, lo que equivale al 23.17 % de la superficie total del territorio 
del país39, una extensión mayor a la superficie total de El Salvador, 21.041km2. 
Ahora bien, el área que se considera como disponible para la actividad minera 
asciende a 4.802.559,26 ha, lo que equivale al 40.36 % de la superficie de 
Nicaragua, una extensión mayor que la superficie de Suiza o Bélgica (MEN, 
2024). Es decir, un gobierno con un modelo extractivo en expansión, en 
un país prevalecientemente agropecuario y vulnerable ante el cambio 
climático, sacrificando los bienes naturales y medios de vida de muchas 
comunidades. 

Consejo Superior de la Empresa Privada (COSEP): era la máxima autoridad 
del sector privado que articulaba diversas cámaras empresariales, entre ellas, 
la Cámara Minera de Nicaragua (CAMINIC). El COSEP había sido un aliado del 
gobierno de Nicaragua y de las compañías mineras extranjeras y locales hasta 
201840. Había actuado como vocero de los intereses del gran capital y de los 
inversionistas, con una narrativa optimista a favor de la minería en el país. 

39	 La superficie de Nicaragua es de 130.373 km2.

40	 Después de la crisis sociopolítica del 2018, se fracturó la alianza entre el gobierno y el sector 
privado, el régimen de Ortega-Murillo canceló la personería jurídica del COSEP y sus 18 cámaras 
empresariales, además de encarcelar y expatriar a varios de sus representantes, por las críticas 
a las graves violaciones a los Derechos Humanos en el contexto de la represión en contra de las 
protestas pacíficas.
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Por otro lado, se identifican a los actores que se oponen al proyecto extractivista 
minero: 

Guardianes de Yaoska: Esta es una organización de base campesina integrada 
por el liderazgo comunitario de las 36 comunidades del Municipio de Rancho 
Grande. Cuenta con una directiva de cinco miembros, catorce comisiones, 
orientadas a la formación y sensibilización ambiental, comunicación e 
información, coordinación de acciones de incidencia, entre otras. A juicio 
de Juan Carlos Arce, miembro del Centro Nicaragüense para los Derechos 
Humanos-Matagalpa, el movimiento Guardianes de Yaoska tiene la capacidad 
de “movilizar a miles de personas en un municipio eminentemente rural, 
con unas 49 mil personas en comunidades, bastante distantes unas de otras 
[con un elemento de] concientización, cara a cara, casa a casa, comunidad a 
comunidad, con la gente” (Revista Envío, N° 391, noviembre 2014).

Grupo Estratégico de Matagalpa: integrado por miembros de organizaciones 
no gubernamentales, como la Asociación por el desarrollo y la diversificación 
agrícola comunal, Asociación para el Desarrollo Integral Comunitario, 
Movimiento Comunal de Matagalpa, CIBACTA, Radio Voz y el Centro 
Nicaragüense para los Derechos Humanos. Este consorcio jugó un papel 
relevante en términos de apoyo a la formación, asesoría, enlace y vocería a 
nivel nacional e internacional del movimiento Guardianes de Yaoska. 

Diócesis de Matagalpa: Liderada por el obispo monseñor Rolando Álvarez 
(ahora desterrado), el párroco, padre Paulino Espinoza (QED) y el clero 
diocesano, integrado por los párrocos y la feligresía del departamento de 
Matagalpa. La iglesia católica, aprovechó las radios parroquiales y redes sociales 
para diseminar el mensaje de la Encíclica Laudato Si, del Papa Francisco, 
además de acompañar las marchas pacíficas y los festivales ecológicos. La 
iglesia católica fue una de las voces que denunció las acciones represivas 
del gobierno, entre las cuales cabe destacar las amenazas de muerte contra 
los líderes y fundadores de Guardianes de Yaoska, la organización de “contra 
marchas” convocadas por el gobierno a favor de la minería y grupos de 
choques41, quienes agredían a las y los campesinos ranchograndeños que se 
movilizaban pacíficamente en contra de la minería. 

41	 El gobierno enviaba personas que procedían de otras zonas, en camiones o buses, para fingir 
marchas a favor de la minería, el mismo día y lugar en que las comunidades de Rancho Grande 
habían convocado en contra de la minería. Entre ellos había operadores que cometían acciones 
hostiles y agresivas –como tirar piedras, golpear con garrotes a las personas que marchaban en 
contra de la minería–. El objetivo era provocar choques o actos de violencia que deslegitimaran la 
lucha en contra de la minería y luego criminalizar a los líderes de Guardianes de Yaoska.
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Para las comunidades ranchograndeñas la minería ha sido considerada una 
dinámica extractiva incompatible, agresiva y perjudicial para sus estrategias 
de vida, prácticas agroecológicas y bienes naturales, dado que el proyecto El 
Pavón es una licencia de minería a cielo abierto, y como era de conocimiento 
de las comunidades, este tipo de minería provoca los siguientes impactos: a) 
aumenta de manera exponencial la liberación de metales pesados al ambiente 
y a las fuentes de agua42; b) la sobreexplotación y agotamiento del vital líquido, 
dado que la minería utiliza, aproximadamente, 900 mil litros diarios de agua; c) 
la destrucción de enorme cantidad biomasa (bosque, tierra fértil y pérdida de 
biodiversidad) causada por la cantidad de suelo removido para la extracción 
de mineral. 

Además de lo anterior, el extractivismo minero afecta las actividades 
socioeconómicas locales y la cohesión social. Sobre esto último, se refuerzan 
patrones machistas y procesos de descomposición social, al introducir dinámicas 
de explotación sexual y aumento del consumo de las bebidas alcohólicas y drogas, 
como ha sucedido en otros territorios con enclaves mineros.

En términos macro, la minería metálica, desde que irrumpió en Nicaragua 
hasta la fecha, se ha caracterizado por ser una economía de enclave orientada 
al mercado internacional y a la acumulación de riqueza (Padilla, 2014). Es uno 
de los sectores que goza de un régimen de beneficios fiscales, considerado por el 
Centro Humboldt y el Instituto de Estudios Estratégicos y Políticas Públicas como 
un “incentivo” injusto por las siguientes razones: 

•	 no se corresponde con las enormes necesidades sociales y económicas del país 
y de las localidades donde se extraen los recursos; 

•	 los beneficios fiscales son parte de las directrices del Consenso de los Commodities, 
orientadas a la promoción masiva de proyectos extractivos, en detrimento del 
patrimonio público y de los bienes naturales de los sectores más vulnerables; 

•	 los impactos de este régimen no han revertido en la consolidación de una 
economía dignificante y sostenible;

42	 En 2004, el Centro Humboldt constató que las actividades de exploración ya habían contaminado 
algunos cuerpos de agua. Por ejemplo, en el Ojo de Agua localizado en la parte baja de la 
subcuenca del Río Yaoska, se encontraron evidencias de concentraciones de Cobre y Zinc causada 
por la perforación de pozos durante la exploración. Con relación a los parámetros de Aluminio 
y Manganeso, se encontraron concentraciones que sí están levemente por encima del valor 
máximo permisible por la OMS, para Aluminio, que no debería de ser mayor de 0.2 mg/L; en el 
caso del Manganeso, igualmente se encontraron concentraciones levemente por encima por las 
Normas CAPRE de Agua Potable y la OMS, que establecen como valor máximo permisible una 
concentración de 0.05 mg/L y un valor guía de 0.1 mg/L, respectivamente.
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•	 su carácter centralizada y la débil institucionalidad del Estado nicaragüense 
para su seguimiento, abonan a la persistencia del enraizado problema de la 
corrupción;

•	 por su imprevisión, socializan uno de los costos más onerosos de la actividad 
minera, al no incluir los pasivos socioambientales que dicha actividad genera; 

•	 los incentivos fiscales del país anfitrión favorecen a un capital extranjero 
trasnacional que ya goza de una serie de beneficios, subsidios y exoneraciones 
de sus países de origen, como suele suceder en Canadá (Sacher, 2011; Tetreault, 
2013);

•	 gran parte de las ganancias de la extracción minera se expatrian e invierten en 
los paraísos fiscales o en la Bolsa de Valores de Toronto. 

Este régimen fiscal, lejos de impactar positivamente como corrector de 
desigualdades, constituye lo que Itriago (2014) denomina “un modelo social 
y económico inequitativo que perpetúa la concentración del poder” y la 
acumulación de riqueza por despojo, no sólo a nivel nacional, local, sino 
globalmente.  

2.4.2 Los discursos analizados
En este estudio se ha realizado un análisis de tres textos, dos del género 
entrevista y una columna de opinión pública. A través de la entrevista se 
construyen diferentes representaciones, desde las cuales perciben la realidad 
en la que actúan, a otros actores y a sí mismos. Estos modelos de referencia 
de carácter social también son los principios desde los cuales se define los 
posicionamientos y las conductas de los actores. 

La primera entrevista fue realizada a Pablo Venturo, representante de país 
de la transnacional minera B2Gold, por el periodista Wilfredo Miranda del 
medio digital Confidencial, la cual fue publicada el 13 de octubre 2015. 

Es la primera entrevista de un alto ejecutivo de la minera canadiense B2Gold 
que reacciona un día después, el 12 de octubre de 2015, que el Ministerio de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales declarara inviable del proyecto Cerro 
Pavón en Rancho Grande, que le había sido otorgada a esta empresa en años 
anteriores. Fue una acción inesperada para la empresa, producto de la presión 
y resistencia de varios años de las comunidades campesinas de Rancho 
Grande. Es una entrevista cuya audiencia es al público general.
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El segundo texto es la entrevista a Sergio Ríos, presidente de la Cámara 
Minera de Nicaragua (CAMINIC), realizada y publicada por el medio Huella 
Minera el 16 de agosto de 2016. Está dirigida a diversos actores de la sociedad 
nicaragüense que están a favor de la minería –sector privado– y a actores 
críticos –como sociedad civil, academia y medios independientes–. 

Esta entrevista se da en el contexto tensionado: por un lado, en el marco del II 
Congreso Internacional sobre Minería en Nicaragua en el que se presentaría el 
estudio sobre el impacto de la minería realizado por Fundación Nicaragüense 
para el Desarrollo Económico y Social; y, por otro lado, es un contexto de 
movilización campesina, comunitaria y de organizaciones sociales en contra 
de varios proyectos extractivos: en San Albino, Camoapa, Santo Domingo-Tajo 
Jabalí, Mina la India, entre otros. 

Estas acciones colectivas se han visto fortalecidas por el triunfo de la lucha 
de Rancho Grande, el 12 de octubre de 2015, cuyo precedente histórico había 
obligado al Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales a declarar 
inviable el proyecto minero en Cerro Pavón.

El tercer texto es una columna de opinión pública de José Adán Aguerri, 
presidente de la Consejo Superior del Empresa Privada (COSEP). Esta columna 
está dirigida a un sector de clase media, empresarios y lectores del diario La 
Prensa, un periódico propiedad de la familia Chamorro Cardenal y Hollman. La 
columna fue publicada el 16 de agosto de 2016. Según su contenido, tiene la 
finalidad de promover la minería en el contexto del II Congreso Internacional 
sobre Minería en Nicaragua. En calidad de representante del COSEP, Aguerri 
pretende respaldar la actividad minera en Nicaragua, destacar sus beneficios 
y transmitir una imagen de consenso en torno a la minería.  

2.4.3 Discusión de resultados
Dada la imagen pública negativa que se asocia a la minería, una de las estrategias 
fundamentales para la legitimación del megaproyecto minero El Pavón analizado 
en los textos ha sido la representación léxica de la actividad extractiva en términos 
positivos. Mediante esta estrategia, los promotores de este megaproyecto buscan 
distanciarse del imaginario asociado a la minería metálica, conocida por ser 
históricamente agresiva e irresponsable con el medio ambiente y las condiciones 
de vida de las comunidades afectadas. 
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En consecuencia, en los discursos analizados se observa una estrategia de captatio 
benevolentiae, mediante la que se reconocen de manera parcial estos daños, 
pero se aporta rápidamente una visión positiva del megaproyecto mediante 
una selección léxica que presenta y legitima esta actividad como una realidad 
“convertida” y “transformada”. Esto es, como un modelo de “minería responsable”, 
“sostenible” y “moderna”, cuyas prácticas generan beneficios e impactos positivos 
no sólo a las “comunidades mineras” y al país, sino a “la humanidad y su desarrollo” 
y las “sociedades modernas”, como reivindica el representante de B2Gold en su 
entrevista.

A través del uso de hipérboles, los promotores del megaproyecto también exageran 
la importancia de la minería, como lo hace el presidente del COSEP, quien la describe 
como una actividad “indispensable para la vida tal y como la conocemos”. Además, 
implícitamente, esta frase da por supuesto un modelo de vida único como si toda 
la sociedad lo compartiera y se beneficiara de la minería moderna. 

Con este modelo de “minería moderna” se quiere dar por supuesto que se explota 
los recursos minerales de manera “responsable y sostenible”, “sin comprometer el 
medio ambiente ni la calidad de vida de las generaciones futuras”, como afirmó 
Sergio Ríos, presidente de CAMINIC en su entrevista. 

Este discurso, en última instancia, crea una imagen de la minería potabilizada, 
donde todas y todos están de acuerdo con su actividad y se da por sentado 
que todos benefician por igual. Se trata de un discurso que se articula en 
torno a una aceptación consensuada de la minería moderna por un sujeto 
que homogeniza a las comunidades y al país, como su principal beneficiario. 
Además, se reconoce implícitamente en este afán por “potabilizar” la minería, 
que la misma tiene sus impactos negativos. 

En esta línea, Rajak (2011) y Kapelus (2002) advierten que, paralelo a la expansión 
e incremento de la actividad minera a nivel mundial, en la década de los 90, se 
intensificaron las críticas y la desaprobación en la opinión pública de las actividades 
extractivas por parte de las organizaciones no gubernamentales y sociedad civil, es 
decir, se desencadenó un proceso de la transnacionalización de la oposición a la 
minería (Kirsch 2007, 2014). En respuesta a la “mala imagen pública” de la minería 
industrial, en 1998, Sir Robert Wilson, presidente ejecutivo de Rio Tinto, convocó 
a directores generales y otros líderes del sector minero bajo el estandarte de la 
Iniciativa Minera Global, cuyo objetivo era relanzar la “minería sostenible” (Kirsch 
2010). Esta preocupación cobró relevancia, al grado de que en Davos 2000, Sir Wilson 
advirtió que “si no se controlaba [la creciente desaprobación pública], tendría un 
efecto directo en la fortuna de la industria” (Jacka, 2018, p. 64). 
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Se utilizan afirmaciones sustentadas en cifras 
como “las mineras aportan 15 millones de 
USD en impuesto”. Esta cifra presentada sin 
contexto parece abundante, pero solo equivale 
al 5 % del total de impuestos recaudados de 
las actividades económicas del país mientras 
que sectores como la industria (25 %) y el 
comercio (30 %) aportan más y no gozan de las 
prerrogativas del sector minero.

Elección cuidadosa de palabras con 
connotaciones positivas para representar 
la minería como una realidad “convertida” 
y “transformada”. Se habla de “minería 
responsable”, “sostenible” y “moderna”. 

Estrategias discursivas destacadas

Baile de cifras

Selección 
léxica	

Comparaciones simbólicas que naturalizan o 
embellecen la actividad minera como comparar 
la minería con los fertilizantes, que “son 
necesarios para hace crecer los alimentos”. 

Metáforas	

Presentación de una realidad social uniforme y 
consensuada y se  presenta la minería como un 
elemento esencial en la vida del país, “el país y 
sus habitantes –“nosotros” y “Nicaragua”– son 
inconcebibles sin la minería”.

Homogeneización

Los promotores exageran la importancia de la 
minería con frases como “indispensable para la 
vida tal y como la conocemos”.

Hipérbole	
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A partir de la Iniciativa Minera Global, un grupo de investigación desarrolló el 
proyecto de Minería, Minerales y Desarrollo Sostenible (Kirsch 2014) con la finalidad 
de garantizar que la frase “minería sostenible” formara parte de la Cumbre de la 
Tierra Río+10 celebrada en Johannesburgo en 2002.

Las bondades de este modelo de minería moderna se refuerzan en todos los 
textos analizados con el uso de verbos que destacan los impactos positivos en 
términos económicos, en distintos niveles, desde indicadores macroeconómicos 
relacionados con la economía nacional hasta “los beneficios” en la economía 
local familiar. Entre los verbos cabe señalar los siguientes: “crear”, “generar”, 
“desarrollar”, “impulsar”, “hacer crecer”, “invertir”, “garantizar”, “fomentar”, 
“potenciar”, entre otros. 

Todos estos términos giran en torno a los impactos positivos en términos 
socioeconómicos, invisibilizando las afectaciones y el alto costo socioambiental 
que sufren las comunidades, en cuyos territorios se imponen los enclaves 
mineros. 

Como advierte Lessenich (2019) la transferencia de los costes (pasivos 
socioambientales) a lugares lejanos y su invisibilización son imprescindibles para 
la prosperidad de los países enriquecidos o “sociedades de la externalización”. 
De ahí, el interés en destacar los siguientes “indicadores benevolentes” y hacer usos 
estratégicos de cifras económicas: 

•	 el volumen y valor de las exportaciones y su peso en el PIB; 

•	 la contribución tributaria o fiscal; 

•	 la inversión extranjera directa; d) la generación de empleo y el promedio del 
salario con relación a otros sectores económicos. 

Con relación a las exportaciones, tanto la entrevista del presidente de la CAMINIC 
como la columna de opinión del presidente del COSEP, sostienen que la minería 
se ha constituido en “una de las actividades económicas importantes del país 
y de mayor crecimiento”, no sólo por el volumen de minerales exportados –
principalmente el oro y plata–, sino por el peso que ha alcanzado en términos 
de porcentaje con relación al PIB. Incluso, haciendo uso de una estrategia retórica, 
comparan el oro con uno de los principales productos de exportación, como el café, 
el cual ha sido históricamente uno de los principales rubros de exportación en un 
país cuya economía ha dependido de la producción agropecuaria. 

Lo que se omite y no se advierte en los textos, es el riesgo que representa 
para la economía nicaragüense la creciente dependencia de un commodity, 
como el oro, cuyo precio internacional fluctúa según la lógica del mercado de 
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especulaciones bursátiles. Esta tendencia expone al país ante el problema de la 
enfermedad holandesa o a la maldición de los recursos (Perry y Olivera, 2012). 

Sobre el tema de la “contribución” fiscal o tributaria, los tres textos analizados 
enfatizan este indicador como una de las bondades de la minería en la economía 
del país, incluso sitúan a las compañías mineras “en el grupo de los grandes 
contribuyentes”, como confirma Pablo Venturo en su entrevista. 

Haciendo uso estratégico del léxico, llega a afirmar que esta “contribución”, más 
que una obligación, expresa la generosa “voluntad de distribuir el beneficio 
que genera la actividad minera moderna [a Nicaragua]”. En esta expresión se 
observa una estrategia de homogeneización, dado que el término “Nicaragua” se 
presenta como un beneficiario englobante y unitario de los impuestos procedente 
de la actividad minera43. Es decir, se da a entender que todos los territorios son 
favorecidos directamente de la redistribución tributaria minera. Sumado a esto, se 
omite en los tres textos el hecho de que las compañías mineras gozan de un 
generoso régimen de beneficios fiscales44 establecido por Ley 38245. Haciendo 
uso de la estrategia del “baile de cifras” para enfatizar la veracidad de los hechos 
defendidos, en su entrevista, Sergio Ríos afirma que las mineras aportan 15 millones 
de USD en impuestos, lo que equivale al 5 % del total de impuestos recaudados de 
las actividades económicas del país, y muy por debajo de otros sectores como la 
industria (25 %) y el comercio (30 %), que no gozan de las prerrogativas del sector 
minero (Centro Humboldt y IEEPP, 2017, p. 67).

Un tercer indicador económico que tanto Sergio Ríos como José Adán Aguerri 
mencionan como uno de los beneficios positivos de la minería para la economía 
nacional es la Inversión Extranjera Directa (IED) en los proyectos extractivos. Según 
estos promotores, la IED en 2015 fue 116 millones USD aproximadamente, es decir, el 
14 % del total de la IED (BCN, 2015). 

En sus discursos, combinan la estrategia del “baile de cifras” con la 
homogeneización para universalizar los destinatarios del beneficio de la IED. 
En esta misma línea, haciendo uso de la primera persona del plural, Pablo Venturo 
afirma que “Tenemos un régimen [jurídico] estable que data de los años noventa, 
que fue promulgado en su oportunidad para fomentar la inversión extranjera en 

43	 Entre los cuales se encuentran: a) derecho de vigencia – superficiales (Art. 70, Ley 387); b) 
Decreto sobre explotación y regalía, alícuota de 3% de las ventas de las sustancias extraídas 
según declaración de cada empresa minera; c) impuesto sobre la renta, pago por declaración y 
liquidación del IR, el 30 % de las utilidades.

44	 Por mencionar algunos de ellos: Deducción para fines de cálculo del impuesto sobre la renta (Art. 
72, Ley 387); deducción del 50 % forestal por IR (Ley 822); Reducción de aranceles del registro 
público de la propiedad para la inscripción de concesiones mineras (Decreto 14-2009, Ley 920); 
Exoneración de impuesto sobre bienes e inmuebles a titulares de concesión según Régimen de 
Admisión Temporal), entre otros.

45	 Conocida como Ley de Admisión Temporal para el Perfeccionamiento Activo y de Facilitación de 
Exportaciones. 
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Se promueve la minería como motor de 
desarrollo, obviando los riesgos de dependencia 
de una commodity y los impactos ambientales 
y sociales negativos que asumen las 
comunidades locales. 

CONTRADICCIONES Y TENSIONES

Se reconocen parcialmente los impactos 
negativos, pero se minimizan o neutralizan con 
promesas de mejora.

Universalización 
de beneficios 
frente a 
exclusión real

Reconocimiento 
frente a 
invisibilización de 
daños	

Se presenta la minería como beneficiosa 
para todos y todas, aunque en la práctica los 
beneficios son desiguales y concentrados. Los 
mayores márgenes de ganancia y acumulación 
de riqueza van a la inversión extranjera.

Desarrollo 
nacional 
frente a  
dependencia 
económica

Se vincula la minería con la identidad nacional 
(“país minero”), ignorando la oposición activa de 
comunidades como Rancho Grande.

Identidad nacional 
frente a 
resistencia local

El discurso de “progreso” y “modernidad” 
refuerza un patrón de dominación extractivista 
que se enmarca en una lógica de colonialidad 
del poder y de la naturaleza.

Progreso y 
modernidad 
frente a 
colonialidad

Nicaragua”, “de cada 100 dólares exportados a Nicaragua, aproximadamente dos 
dólares van a inversión social”. En estos enunciados, tanto el término “Nicaragua” 
como la expresión “a la inversión social”, son elecciones léxicas que apuntan a 
legitimar la minería, amplificando, sin diferenciación, el impacto de la IED en esa 
aparente realidad totalizada y homogenizada, que es “Nicaragua”. 

Sin embargo, la realidad es diferente. El gerente de B2Gold lo expresa claramente 
en la entrevista analizada: sólo el 2 % de la IED se destina a los proyectos de 
inversión social en las localidades donde las operaciones mineras generan costos 
ambientales. El resto de la IED, el 98 %, aunque no se dice en qué se invierte, 
se destina a los costos operativos para la extracción de oro y su exportación a 
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los mercados donde se logran los mayores márgenes de ganancias: en EE.UU. 
y Canadá. 

Es decir, en una industria globalizada como la minería metálica, la IED no se rige 
por el interés del bien común ni busca aportar al crecimiento de las economías 
“anfitrionas”, sino que, en primer lugar, prioriza la especulación del precio de los 
commodities en los mercados internacionales. En estos mercados, las inversiones 
logran los mayores márgenes de ganancia y acumulación de riqueza. En segundo 
lugar, la IED valora la legislación y las políticas públicas que forjan un marco político 
institucional y el entorno macroeconómico favorable, que ofrezca los mejores 
incentivos para las empresas mineras y sus inversores (Murguia y Godfrid, 2018). 

Un aspecto omitido en los discursos analizados sobre la IED es el impacto 
de las decisiones tomadas por actores externos en el ámbito local. 
Concretamente, las inversiones dirigidas a expandir las dinámicas extractivas 
no toman en cuenta los graves daños que estas actividades causan a nivel 
ambiental, económico y sociocultural en los territorios donde se implantan 
los enclaves mineros. Es decir, que asistimos a los efectos de la reproducción 
globalizada del capital y el desplazamiento geográfico de las fuentes de 
recursos y de los desechos (Svampa, 2017). 

El cuarto beneficio sobredimensionado es la generación de empleos por las 
mineras. El representante de B2Gold describe estos trabajos como “empleos 
dignos, empleos que hacen falta en esta comunidad”. Sin embargo, esta afirmación 
desconoce la existencia de las estrategias de vida del campesinado ranchograndeño 
y presupone que los empleos generados por la minería beneficiarían a todas y 
todos. 

Al respecto, el presidente de CAMINIC argumenta que los trabajadores empleados 
“devengan” uno de los salarios promedio más altos del país, además de “beneficios 
sociales” que no solo van dirigidos a los empleados, sino también a sus familiares. 
Además, tanto este representante como el presidente de CAMINIC utilizan una 
estrategia de “baile de cifras” para destacar que la minería ha generado 4.958 
empleos formales. 

Sin embargo, no explican que esta cifra realmente equivale solo al 0.64 % del 
total de trabajadores asegurados en el país, es decir, menos del 1 %. Este dato 
contrasta con el 9.4 % de asegurados en el sector agropecuario (BCN, 2016), un 
sector que, a diferencia de la minería, no disfruta de los mismos beneficios fiscales 
y exenciones que favorecen a las grandes compañías mineras.
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Además de los supuestos impactos positivos de la “minería moderna” en el ámbito 
socioeconómico, los textos analizados enfatizan el cuido del medio ambiente. Los 
tres textos articulan una autopresentación positiva de la minería moderna y sus 
promotores, distanciándose de otras prácticas que históricamente han afectado 
socioambientalmente a algunos territorios. Bajo esta lógica, apelan a un modelo de 
“minería moderna” que, además de tener prácticas “responsables” y “sostenibles”, 
beneficia a “todos” –comunidad, colaboradores, empresa y los gobiernos– “sin 
afectar al medio ambiente”, como asegura el representante de B2Gold en su 
entrevista. 

Sin embargo, esta visión universaliza los beneficios de la minería moderna, 
homogenizando los intereses y posiciones de los distintos actores, como si todos 
estuvieran de acuerdo con la actividad minera y se vieran favorecidos por igual. 
En este sentido, el presidente de COSEP defiende un modelo “que satisfaga la 
demanda de minerales de nuestras sociedades modernas sin comprometer el 
medio ambiente”.

A lo largo de los textos, se observa la frecuente utilización del término 
“moderno” para representar tanto a la minería como a la sociedad, sugiriendo 
un valor positivo al contrastarlo con lo “no-moderno”, lo primitivo o lo retrasado. 
Esta estrategia promueve la idea de que la minería moderna está alineada con las 
necesidades de “nuestras sociedades modernas”, obviando otras demandas, como 
las que defienden las comunidades de Rancho Grande, que exigen el derecho 
a la autodeterminación de sus propias estrategias de vida para garantizar su 
bienestar o buen vivir. 

En ese afán de invisibilizar la sostenida resistencia de las comunidades 
campesinas en contra de la minería, los promotores de El Pavón utilizan el 
término “sociedades modernas”, homogeneizando y presuponiendo que en 
este significado todos los actores tienen cabida y son beneficiados por la 
minería.

El uso de metáforas vinculadas a la naturaleza también es una estrategia 
recurrente en los discursos analizados. Por ejemplo, en su columna de opinión, 
el presidente de COSEP llega a comparar la minería con los fertilizantes, que 
“son necesarios para hace crecer los alimentos”. Esta metáfora no es casual, 
especialmente en un país que históricamente ha sido agroexportador, donde 
su población campesina se ha dedicado a la agricultura de subsistencia y, en 
territorios como Rancho Grande, la producción se ha orientado a la agroecología. 
Además, Nicaragua es un país donde los conflictos socioambientales están siendo 
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protagonizado por comunidades campesinas e indígenas frente a las compañías 
mineras en la defensa de sus bienes naturales y territorios, como es el caso de 
Rancho Grande (Sánchez, 2016). 

En última instancia, las diferentes estrategias discursivas de legitimación –como 
el “baile de cifras”, la selección de léxico, las metáforas y la homogeneización– 
refuerzan de manera hiperbólica una narrativa optimista sobre la minería. 

Estas estrategias no solo buscan normalizar el extractivismo minero, sino 
también presentarlo como una realidad primordial e indispensable. Ejemplos de 
esto incluyen afirmaciones como las realizadas por el presidente de CAMINIC, “sin la 
extracción de minerales no tendríamos los estándares de vida que hoy disfrutamos”, 
o de COSEP, “la minería es indispensable para la vida como la conocemos”. 

Con estas declaraciones, se maximiza lo positivo para invisibilizar los impactos 
negativos reales que conlleva el extractivismo minero. En este sentido, 
subyace a este discurso colonial y civilizatorio la “modernidad”, como uno de 
los valores y uno de los justificantes del extractivismo minero, incluso en su 
raigambre histórica. 

En el ámbito nacional-local se ha argumentado, en palabras del presidente de 
CAMINIC, que los beneficios del modelo minero de Bonanza “marcan un antes y 
después” en las “comunidades donde la minería está presente”. Bajo esta lógica, se 
presenta la minería como un elemento esencial en la vida del país, utilizando la 
estrategia de homogeneización plantea que el país y sus habitantes –“nosotros” 
y “Nicaragua”– son inconcebibles sin la minería. En este sentido, en su entrevista, 
Sergio Ríos afirma que “no podemos concebir Nicaragua sin minería” dado que “es 
un país históricamente minero” y que, “desde que [se] inició la actividad minera 
industrial en este país (1880), hemos avanzado muchísimo”. 

Este discurso no solo se apoya en la estrategia de la homogeneización, sino 
que apela también a un supuesto antecedente histórico, proponiendo que 
la minería debe continuar siguiendo la tradición, pero ahora bajo un modelo 
moderno que sí cuida el ambiente. 
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Este modelo se presenta como una minería limpia, sostenible, y tecnificada, 
divorciada de las prácticas contaminantes, irresponsables y rudimentarias del 
pasado que han causado daño en los territorios. La nueva minería, por tanto, se 
posiciona como una mejora respecto a la minería artesanal vigente, la cual es descrita 
como retrasada, contaminante, agresiva con el medio ambiente e irresponsable 
con los trabajadores por las condiciones precarias y peligrosas en las que se realizan 
sus actividades. A pesar de esto, la minería moderna viene a redimir y certificar la 
minería artesanal, que es importante porque extrae el 3 0% del oro producido en el 
país. A través de este discurso, se busca justificar la minería como parte esencial 
de la identidad nacional y como una vía para asegurar el futuro destino minero 
del país.

Bajo esta lógica, el presidente de CAMINIC destaca como “hazaña” que Nicaragua 
fue uno de los grandes productores de oro en los años 50 y 60, sugiriendo que es 
necesario repetir esta “proeza” porque, según Pablo Venturo, ahora “Nicaragua es 
el país centroamericano que cuenta con minería industrial consolidada”. A través 
de estas aseveraciones, no solo se homogeniza y esencializa al país, sino también 
a las comunidades, en ocasiones referidas como “comunidades mineras” por el 
presidente de COSEP o como “actores vinculados a la minería” por Venturo. Esto 

empleo

tecnología 
punta

inversión social

modernidad

minería 		
responsable

bienestar común

preservación del 
medioambiente

diálogo

desarrollo sostenible

transparencia

minería 
moderna compromiso con la comunidad

beneficios tributarios

respeto por el 
medioambiente

cumplimiento 
de la ley

Figura 4. Selección léxica para legitimar la mina El Pavón pese a los daños en el territorio 
y las comunidades campesinas.
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niega la existencia de los conflictos socioambientales y la heterogeneidad de 
intereses y posiciones sobre las estrategias de vida de los actores que integran las 
comunidades y el país. En esencia, se retoma el concepto colonial de desarrollo, 
mediante el que se “encuadra”, “homogeniza” y promueve a Nicaragua y 
sus comunidades como una fuente inagotable de materia prima, destinada 
a satisfacer las demandas e intereses de las grandes economías del mundo 
(Wallerstein, 2005). Como señala Quijano (1973), Nicaragua, al igual que el resto de 
las naciones latinoamericanas, nació bajo el influjo de la expansión y consolidación 
de un nuevo sistema de dominación internacional, basado en la colonialidad del 
poder. Este sistema determinó el modo de relación de estas naciones emergentes 
con el exterior y reorganizó a lo interno, sus estructuras sociales, económicas y 
políticas de dominación con la complicidad de las élites nacionales.

En línea con lo anterior, la colonialidad de la naturaleza es presentada como otro 
valor promovido a lo largo de los tres textos analizados. En estos se materializa la 
visión y la forma de interacción de las élites dominantes con la realidad biofísica y su 
configuración territorial. Este territorio es concebido como un espacio subalterno 
que debe ser explotado y reconfigurado según las necesidades de los regímenes 
de acumulación vigentes (Machado-Aráoz, 2013). Un ejemplo de ello se encuentra 
en la entrevista al presidente de CAMINIC, quien afirma: “Nicaragua tiene mucha 
riqueza mineral es nuestro deber aprovechar los recursos que tenemos para generar 
empleos y bienestar social”. 

Mediante el uso del “nosotros” y lo “nuestro”, se busca construir y reforzar 
una identidad colectiva aparentemente inclusiva, destinada a movilizar a 
la población hacia un objetivo común. Esta estrategia discursiva configura 
una relación de poder en la que ese “nosotros” –representado por la empresa 
y el gobierno– se erige como el legítimo representante de toda la comunidad, 
desestimando y minimizando las demandas de las comunidades de Rancho 
Grande que luchan contra el extractivismo minero.

Esta cuestión se hace especialmente evidente en la entrevista concedida por 
Pablo Venturo pocos días después de una de las marchas más multitudinaria 
protagonizadas por las 36 comunidades de Rancho Grande y todas las parroquias 
de las diócesis de Matagalpa, cuyo lema y exigencia era un “no rotundo” al proyecto 
minero de Cerro Pavón. En dicha entrevista, el gerente de B2Gold habla en nombre 
de la empresa y, haciendo uso de la estrategia de captatio benevolentiae y de 
eufemismos, afirma: “Hemos seguido con interés esta actividad del fin de semana 
pasado y creemos que [es] una marcha legítima, pero nosotros vamos a enfocar en 
los puntos de coincidencia que pueden salir de esta manifestación”. 
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Con esta declaración, el gerente de B2Gold primero reconoce, de manera velada, 
la existencia de oposición al megaproyecto46 –referida eufemísticamente 
como “actividad”– y, acto seguido, proyecta a la empresa como un actor 
comprometido con el diálogo y la búsqueda de consenso. En este sentido, Venturo 
llega incluso a afirmar que el origen de esta oposición –a la que también se refiere 
eufemísticamente como “temores”– radica en el “desconocimiento de la práctica de 
la minería moderna”. En esta afirmación, se traslada el problema a la comunidad: 
son sus habitantes quienes “desconocen” y temen la minería, reproduciendo así la 
lógica de la colonialidad del saber y del poder. En esta visión, quienes dominan 
la técnica representan la modernidad y el progreso, mientras que la población 
local es retratada como ignorante y temerosa, reforzando la clásica dicotomía 
entre civilización y barbarie.

Además de establecer esta contraposición, Venturo se autopresenta como 
alguien empático con las preocupaciones de la comunidad y comprometido 
con la protección ambiental: “Compartimos preocupaciones, inquietudes 
y responsabilidades en torno al cuido medioambiental”. En este caso, el uso 
de la primera persona plural busca eliminar la oposición y apropiarse de la 
representación colectiva bajo el nosotros. A esto se suma la eufemización de las 
dinámicas contenciosas, que son referidas como preocupaciones o inquietudes, 
con la intención de diluir o moderar la naturaleza conflictiva y legítima de estas 
acciones colectivas.

Por último, cabe mencionar que otro aspecto que preocupa al gerente de B2Gold 
es que el proyecto minero Cerro Pavón sea considerado un enclave. Según él, esta 
idea no proviene de las comunidades, sino que ha sido inducida “desde Managua 
o desde las cabeceras departamentales”. Este planteamiento permite destacar 
dos elementos clave. En primer lugar, la negación del término enclave funciona 
como una estrategia discursiva para desvincular el proyecto de las connotaciones 
críticas y negativas asociadas históricamente a este tipo de dinámicas extractivas 
en Nicaragua. En segundo lugar, al atribuir el origen de esta visión negativa a 
actores externos —Managua o las cabeceras departamentales—, se deslegitima 
la capacidad de autodeterminación de las comunidades locales y su derecho 
a la movilización pacífica frente a una amenaza real. Asimismo, esta narrativa 
invisibiliza el derecho al consentimiento previo, libre e informado ante un proyecto 
extractivo. 

46	 Este relativo reconocimiento a la oposición se produce, sin embargo, ante la imposibilidad de 
la empresa de seguir negando el conflicto con las comunidades ranchograndeños, quienes 
habían llevado a cabo un paro escolar de un año y estrategias de boicot en contra de todas las 
instituciones públicas del municipio hasta conseguir que el gobierno rectificara y revirtiera el 
permiso ambiental que le había otorgado a B2Gold.
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Desde la lógica de la empresa, resulta por tanto fundamental negar el conflicto y 
las exigencias de los actores opositores, reduciendo la problemática a un asunto 
de desconocimiento y manipulación externa. En consecuencia, la solución que 
propone B2Gold es “dar a conocer las prácticas actuales de minería” para modificar 
“estas percepciones negativas de la industria”. De ahí la importancia de la disputa 
discursiva: no solo se trata de imponer un modelo extractivo, sino de moldear la 
interpretación misma del conflicto.
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